
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ORGÁNICA DE 

LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, EN MATERIA DE GÉNERO, A CARGO DE LA 

DIPUTADA ANA LILIA HERRERA ANZALDO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI 

La que suscribe, diputada Ana Lilia Herrera Anzaldo, en nombre propio y de las y los integrantes del Grupo 

Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción 

II, y 72 de la Constitución Política, los artículos 6, fracción I; 66, 68, 71, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, somete a consideración de esta soberanía la iniciativa con proyecto de decreto por el que se 

reforman y adicionan los artículos 18, 19, 27, fracción VII Bis, y 32, fracción I inciso c), se adiciona al artículo 32, 

la fracción X Bis, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal en materia de género, con el siguiente 

Planteamiento 

La transformación de la administración pública federal en lo que llevamos en este sexenio ha implicado una 

reasignación a las políticas y objetivos sociales. Hoy enfrentamos una creciente demanda hacia al Estado para el 

ejercicio pleno de los derechos de las mujeres, y que como Poder Legislativo no debemos ignorar. 

Las unidades de género, que fueron mandatadas en el artículo vigésimo primero del decreto publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 30 de noviembre de 2018 por el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas 

disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, representan un compromiso en pro de la 

igualdad y equidad, su instauración en la estructura administrativa federal, es vital para el seguimiento de las 

obligaciones en materia de salud, laboral, bienestar, educación, entre otras, por lo que se propone elevar el mandato 
de su creación al texto legal y que su instauración no dependa de un artículo transitorio. 

Esta intención, que se ha traducido en la presentación de esta iniciativa por tercera vez, hasta en tanto pueda 
ser considerada para dictamen , y obedece a los compromisos nacionales e internacionales para proporcionar un 

trato más equilibrado entre hombres y mujeres de acuerdo con sus capacidades y no a su condición de género. La 
presente iniciativa impulsa el restablecimiento por Ley de las Unidades de Género en la Administración 
Pública Federal y propone que en cada una de las dependencias y entidades de la administración pública 
federal, se establezca un sistema de paridad de género cuando se trate de escalafones, estímulos y recompensas 
para las y los trabajadores. 

Es de recordar que esta Cámara, por su composición y resultado de la reforma política de 2014 en la cual se estableció 

a nivel constitucional la paridad de género en las elecciones, la LXIV Legislatura logró conformarse por primera vez 

en equidad, consecuencia de ello se ha autodenominado como la Legislatura de la Paridad de Género, por lo que en 

congruencia debemos hacer frente al compromiso legislativo de garantizar el Estado la igualdad sustantiva de 

mujeres y hombres, así como el mismo trato y acceso a oportunidades en el ejercicio de los derechos establecidos en 

el marco jurídico mexicano. 

En este sentido la iniciativa propone establecer en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal la 

instauración y permanencia de las unidades de género, con el firme propósito de que el Poder Ejecutivo y la 

administración que lo conforma garanticen el derecho de igualdad y no discriminación y a su vez impulsen las 

acciones afirmativas que beneficien la institucionalización de la perspectiva de género en las entidades y 

dependencias de la administración pública federal. 

Argumentación 

Las unidades de género son vitales para el combate a la violencia de género, la discriminación y el trato desigual a 

las mujeres; se requiere establecer mecanismos de acción que lleven a reducir la desigualdad y discriminación, más 



 

 
 

aún cuando se trata de la administración pública federal, pues es ésta la que lleva mando y la que tiene en su ejercicio 

la posibilidad de construir un México más paritario. 

En nuestro sistema constitucional, el órgano rector de las políticas públicas es el Poder Ejecutivo, por lo que es 

primordial que las dependencias a su cargo cuenten con los mecanismos y autoridades competentes para conducir la 

política nacional en materia de igualdad entre mujeres y hombres.1 

La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer2 establece que “Los 

estados parte condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, convienen en seguir, por todos los 

medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y, con tal 

objeto, se comprometen”: 

En el inciso a: 

“a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constituciones nacionales y en cualquier otra legislación apropiada 

el principio de la igualdad del hombre y de la mujer y asegurar por ley u otros medios apropiados la realización 
práctica de ese principio ;” 

En el inicio d: 

“d) Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer y velar porque las 
autoridades e instituciones públicas actúen de conformidad con esta obligación ;” 

En el inciso e) 

“e) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer practicada por 
cualesquiera personas, organizaciones o empresas ;” 

Aunado a lo anterior en el año 2000 en la Declaración del Milenio se estableció el objetivo 3 del Desarrollo del 

Milenio “Promover la igualdad de género y empoderamiento de la mujer”,3 incluyendo el compromiso se establecer 

acciones para lograr la igualdad de hombres y mujeres, reconociendo que es un tema cuya transversalidad requiere 

estar presente en otros objetivos y metas; por ejemplo la meta 5.5 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible señala 

como obligación del Estado “asegurar la participación plena y efectiva de las mujeres y la igualdad de 
oportunidades de liderazgo a todos los niveles de decisiones en la vida política, económica y política ”.4 

En el ámbito nacional, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el artículo 1o. párrafo tercero 

establece que “Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, 

proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 

indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 

violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley”. 

La Ley de Planeación en el artículo 2o., fracción VII, señala que para el eficaz desempeño de la responsabilidad del 

Estado sobre el desarrollo equitativo, incluyente, integral, sustentable y sostenible, debe basarse, entre otros, en el 

principio de “perspectiva de género, para garantizar la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, 
y promover el adelanto de las mujeres mediante el acceso equitativo a los bienes, recursos y beneficios del 
desarrollo ”. 

En materia presupuestal, es preciso recordar a esta soberanía que el decreto para el Presupuesto de Egresos de la 

Federación para el ejercicio fiscal de 2018, establece en el capítulo IV De la Igualdad entre Mujeres y Hombres, 



 

 
 

artículo 22, la obligación del Ejecutivo federal para impulsar la igualdad sustantiva a través de la 
incorporación de la perspectiva de género en el diseño, elaboración, aplicación, seguimiento y evaluación de 
los resultados de los programas de la administración pública federal ”. 

Como es también del conocimiento del Congreso de la Unión, durante la LXII y LXIII Legislaturas a partir de las 

reformas a la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se crearon las unidades de 

género, las cuales obedecieron al propósito de institucionalizar la perspectiva de género en la cultura organizacional 

tanto de la Cámara de Diputados, como la correspondiente en la Cámara de Senadores. 

Para 2017 el Instituto Nacional de las Mujeres reconocía la coordinación de los Poderes de la Unión y de los 

gobiernos estatales en el establecimiento de las unidades, enlaces y/o comisiones que en la materia se crearon para 

impulsar la política de igualdad.5 

Sin embargo y pese al compromiso desarrollado en las diferentes esferas gubernamentales, persiste el reto de la 

igualdad en la “arquitectura institucional”,6 pues aún se encuentra en proceso de consolidación y armonización para 

dar cumplimiento a la agenda nacional de género y a los objetivos de desarrollo sostenible. 

En este sentido el papel de la administración pública es de vital importancia pues son sus dependencias las 

responsables de garantizar la homogeneidad de criterios y objetivos en el sector público y además replicarlos hacia 

los demás órdenes de gobierno. 

La existencia de las unidades de género, parte del reconocimiento a la problemática de igualdad sustantiva que existe 

en México y en específico como un compromiso para actuar en favor de la inclusión y disminución de la brecha 

diferencial entre hombres y mujeres, siendo el ámbito de la administración pública uno de los principales centros de 

trabajo en el que se tenía que erradicar el trato desigual y garantizar la participación equilibrada de mujeres y hombres 

en todos los ámbitos de decisiones del sector público. 

Para lo anterior, se establecieron mecanismos que beneficiarán la institucionalización de la perspectiva de género, 

no solo en el Poder Ejecutivo sino también en el Legislativo y en el Poder Judicial. Estos mecanismos implicaron 

generar una cultura organizacional en la que la construcción de la igualdad sustantiva fuera transexenal. 

Las unidades de género “son acciones afirmativas para desarrollar y guiar los trabajos en torno a la incorporación de 

la perspectiva de género al interior de las dependencias y entidades de la administración pública estatal”7 y tienen un 

propósito doble. El Centro de Documentación del Instituto Nacional de las Mujeres lo ha ubicado en el ámbito interno 

y ámbito externo. 

El interno, refiere las relaciones laborales de las mujeres y hombres en su entorno de trabajo y tiene como principal 

objetivo introducir a partir del orden legal la perspectiva de género en los reglamentos y leyes que rigen a la 

organización. Además de abonar a la formación, capacitación y profesionalización del personal de cada ente público. 

El ámbito externo, corresponde a las relaciones establecidas por cada dependencia de la administración pública hacia 

la población, así como dar seguimiento y cuenta de los acuerdos y compromisos que se han hecho para actuar en la 

materia y que derivan de lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados y 

convenios internacionales o bien las obligaciones en las leyes federales o nacionales. También se busca generar una 

adecuada comunicación hacia la sociedad y otros entes públicos y privados para aportar a la promoción de la igualdad 

sustantiva. 

Para que las unidades de género logren la plena institucionalización deben contar con el reconocimiento jerárquico 

dentro de la administración pública federal, pues con ello se reforzará la relación y exigencia de cumplimiento de las 



 

 
 

obligaciones dentro del servicio público, pero además impulsará el desarrollo y empoderamiento social, tanto de 

mujeres como de hombres, en igualdad y equidad. 

Debemos incidir en la cultura organizacional y ser corresponsables en el quehacer de los enfoques y ejecución de las 

políticas de género. Sabemos que la institucionalización de la perspectiva de género ha sido paulatina; en 2005 se 

daba cuenta sobre el Programa de Institucionalización de la Perspectiva de Género en la Administración Pública 

Federal8 y en sus recomendaciones se establecía que para lograr una cultura institucional con equidad de género, se 

dependía de la actuación de cada una de las dependencias de gobierno; a noviembre de 2018 contamos con 17 

unidades de género9 en la administración pública federal. 

Sin embargo, aún faltan criterios que armonicen su actuación por lo que además de establecer la obligación de contar 

con unidades de género se propone que sea la Secretaría de Gobernación la que coordine el trabajo y rendición de 

cuentas de las misma, en acompañamiento y ejecución de las diferentes acciones que tienen a su cargo el Instituto 

Nacional de las Mujeres y cuyas funciones ya se encuentran definidas. 

La presente iniciativa pretende dar certeza y continuidad al trabajo que realizan las unidades de género, poniendo en 

marcha una de la recomendaciones que en 2017 hiciera la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económicos (OCDE) a México en materia de políticas y buena gobernanza para la igualdad de género, mediante el 

establecimiento de medidas y metas para promover la igualdad en el servicio público, impulsando el trabajo y 

reformas necesarias para el equilibrio de género en todos los niveles y grupos ocupacionales.10 

Hoy debemos hacer frente al compromiso de garantizar la igualdad, contamos con instrumentos y con la voluntad 

política para lograr acciones que abonen a todos los programas y proyectos de gobierno. Generar y fortalecer estas 

instancias en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal favorecerá el ejercicio del Poder Ejecutivo y sin 

duda será un reflejo a favor del desarrollo de quienes vivimos y deseamos construir un México en equidad e igualdad. 

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de esta honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa 

con proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan los artículos 18, 19, 27, fracción VII Bis, y 32 fracción I inciso C); 
se adiciona al artículo 32, la fracción X Bis, todos de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal 
en materia de género 

Único. Se reforman y adicionan los artículos 18, 19, 27, fracción VII Bis, y 32, fracción I Inciso c), se adiciona al 

artículo 32, la fracción X Bis, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal para quedar como sigue: 

Artículo 18. En el reglamento interior de cada una de las secretarías de estado que será expedido por el Presidente 

de la República, se determinarán las atribuciones de sus unidades administrativas y de las unidades de género , así 

como la forma en que los titulares podrán ser suplidos en sus ausencias. 

Artículo 19. El titular de cada secretaría de estado expedirá los manuales de organización, de procedimientos y de 

servicios al público necesarios para su funcionamiento, los que deberán contener información sobre la estructura 

orgánica de la dependencia y las funciones de sus unidades administrativas, de las unidades de género , así como 

sobre los sistemas de comunicación y coordinación y los principales procedimientos administrativos que se 

establezcan. Los manuales y demás instrumentos de apoyo administrativo interno, deberán mantenerse 

permanentemente actualizados. Los manuales de organización general deberán publicarse en el Diario Oficial de la 

Federación, mientras que los manuales de procedimientos y de servicios al público deberán estar disponibles para 

consulta de los usuarios y de los propios servidores públicos, a través del registro electrónico que opera la Secretaría 

de la Función Pública. En cada una de las dependencias y entidades de la administración pública federal, se 



 

 
 

mantendrán al corriente los escalafones de las y los trabajadores, y se establecerán los sistemas de paridad de 
género , estímulos y recompensas que determinen la ley y las condiciones generales de trabajo respectivas. 

Artículo 27. A la Secretaría de Gobernación corresponde el despacho de los siguientes asuntos: 

I. a la VII. (...) 

VII Bis. Formular y coordinar la política de prevención social del delito, cultura de paz y de legalidad, mediante 

programas que refuercen la inclusión social y la igualdad, estrategias y acciones que contribuyan a prevenir y 

eliminar la discriminación o vulnerabilidad de grupos sociales, así como diseñar e instrumentar programas para la 

atención integral a víctimas y coadyuvar en la celebración de acuerdos de colaboración con otras instituciones del 

sector público y privado. Coordinará y dará seguimiento al cumplimiento de la promoción, trabajo e impulso 
de las unidades de género en cada una de las dependencias que conforman la administración pública federal, 
centralizada y paraestatal. 

VII Ter. a la XXIV. (...) 

Artículo 32. A la Secretaría de Bienestar corresponde el despacho de los siguientes asuntos: 

I. Fortalecer el bienestar, el desarrollo, la inclusión y la cohesión social en el país mediante la instrumentación, 

coordinación, supervisión y seguimiento, en términos de ley y con los organismos respectivos, de las políticas 

siguientes: 

a) (...) 

b) (...) 

c) Atención preponderante a los derechos de la niñez, de la juventud, de los adultos mayores, de los pueblos 

indígenas, de las personas con discapacidad y de las mujeres ; 

II. a la X (...) 

X Bis. Fomentar las políticas públicas y dar seguimiento a los programas que garanticen el pleno ejercicio 
de los derechos de las mujeres, en coordinación con las dependencias y entidades de la administración 
pública federal, así como de los diferentes niveles de gobierno ; 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. El titular del Ejecutivo federal, a partir de la entrada en vigor del presente decreto, deberá, en acuerdo a 

sus atribuciones, instruir a las dependencias a su cargo, la creación y establecimiento de la unidad de género 

respectiva, de conformidad con el reglamento interior que sea expedido en términos de este decreto. 

Tercero. En un plazo no mayor a treinta días naturales partir de la instauración de las unidades de género, el titular 

de la Secretaría de Gobernación establecerá, de conformidad con la Política Nacional en Materia de Igualdad, la 

coordinación y alineación de objetivos entre las unidades de género de la administración pública federal en conjunto 

con la Secretaría de Bienestar. 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 27 de febrero de 2020. 

Diputada Ana Lilia Herrera Anzaldo (rúbrica) 

 


